
 

   

 
 

DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA DE CONTROL INTERNO DISCIPLINARIO 
  
Radicación:    100.20.09.20.003 
Investigada: Silvia María Rosero Mina - Subdirectora Administrativa 

(para la época de los hechos)  
Informante: María Fernanda Ayala Zapata - Contralora General de 

Santiago de Cali 
Fecha de los Hechos: 5 de marzo y 14 de abril de 2.020  
Fecha de la Queja:  4 de mayo de 2.020 
 

 
AUTO INTERLOCUTORIO N°. 1200.27.11.24.006 del 20 de marzo de 2024. 

 
 

“POR MEDIO DEL CUAL SE DECIDE UNA INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA” 
 
 

1. OBJETO DE LA DECISIÓN 
 
El Director Administrativo de Control Interno Disciplinario en ejercicio de funciones de 
Instrucción en los procesos disciplinarios que se adelantan en esta entidad, conforme 
a lo dispuesto en la Ley 1952 de 2019, modificada por la Ley 2094 de 2021, y la 
Resolución N°. 1000.30.00.23.059 del 25 de octubre de 2023 expedida por el 
Contralor General de Santiago de Cali, procede a evaluar la Investigación 
Disciplinaria ordenada con Auto Interlocutorio N°. 1000.20.09.21.042 del 6 de octubre 
de 2.021, a la que fue vinculada la funcionaria Silvia María Rosero Mina, identificada 
con cédula de ciudadanía N°. 31.538.957, en su condición de Subdirectora 
Administrativa, cargo que desempeñaba para la época de los hechos investigados, 
con fundamentos en los siguientes: 
 

2. HECHOS 
 
La entonces Contralora General de Santiago de Cali, doctora María Fernanda Ayala 
Zapata, con comunicación N°. 0100.08.01.20.114 del 4 de mayo de 2.020, puso en 
conocimiento de esta Dirección la información allegada por el señor Subcontralor, 
doctor Jefferson Andrés Núñez Albán, quien en cumplimiento de la delegación que se 
le hiciera mediante Resolución N°. 0100.24.03.19.001 de 2.019, le informó: “…se han 
presentado fallas respecto a la revisión de la seguridad social presentada por el 
contratista en su informe de actividades para pago, se presenta la seguridad social 
que no corresponde al período, este error se presenta en el pago del 5 de marzo de 
2020 y en el pago del 14 de abril.”. Con esa información el doctor Núñez Albán 
adjuntó el siguiente cuadro: 
 

 
 
(Folios 9 y 10 expediente digital) 

FECHA ACTA DE 

INICIO DEL 

CONTRATO

dd/mm/aaaa MES COTIZADO FECHA DE PAGO SS VALOR PAGADO FECHA DE PAGO

1143992327-9 DAF 4/02/20

2 2/04/20 SI FEBRERO 20/02/20 6/04/20  $               1.632.000,00 14/04/20

66856513-0 1 2/03/20 SI ENERO 3/03/20 4/03/20  $               1.632.000,00 5/03/20

2 2/04/20 SI FEBRERO 20/03/20 3/04/20  $               1.632.000,00 14/04/20

MARIA IRENE REYES GARCES 66849813-6 DAF 3/02/20 1 3/03/20 SI ENERO 24/01/20 4/03/20  $               1.632.000,00 5/03/20

SORAYA CASTAÑO GARCÍA 66830420-1 1 3/03/20 SI ENERO 3/03/20 4/03/20  $               1.632.000,00 5/03/20

2 2/04/20 SI FEBRERO 16/03/20 3/04/20  $               1.632.000,00 14/04/20

ASLI ALEJANDRA ORTIZ BETANCOURT

3/02/20DAF

DAF 3/02/20GLORIA CAMAYO CAMPO

NOMBRE DEL CONTRATISTA

NIT /  CC - 

CODIGO DE 

VERIFICACIÓN

DIRECCION / 

OFICINA

CUENTA CON 

INFORME 

SUPERVISOR SI O 

NO

CUOTA No INC 

PERIODO ACT 

A PAGAR

FECHA RECEPCION 

CTA

SEGURIDAD SOCIAL
FECHA CAUSACION 
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3. ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Con Auto Interlocutorio N°. 1000.20.09.20.041 del 8 de mayo de 2.020 se ordenó 
iniciar Indagación Preliminar con el objeto de establecer si esos hechos resultaban 
ser constitutivos de una conducta disciplinable, y de ser así, individualizar e identificar 
a los presuntos (as) infractores. Se ordenó además oficiar a la Dirección 
Administrativa y Financiero de la CGSC para que remitiera copia de los contratos 
celebrados con las señoras Asli Alejandra Ortiz Betancourt, Gloria Camayo Campo, 
María Irene Reyes Garcés y Soraya Castaño García, su afiliación al Sistema de 
Seguridad Social Integral, y las planillas de liquidación de aportes (PILA) de cada una 
de ellas. También se pidió copia del procedimiento establecido para hacer los pagos 
al personal vinculado a través de esa modalidad de contratación, la relación de los 
funcionarios responsables del mismo y la relación de los supervisores designados 
para hacerle seguimiento a su ejecución.  
  
Con oficio N°. 0900.08.01.20.0525 del 11 de mayo de 2.020, la Dirección 
Administrativa y Financiera dio respuesta al Auto 1000.20.09.20.041 adjuntando dos 
carpetas contentivas de la información pedida a esa dependencia. La primera, con los 
antecedentes administrativos de esos contratos y la segunda, con el procedimiento 
para el trámite de cuentas. (Folios 17 a 168 expediente hibrido)  
 
Mediante Auto N°. 1000.20.09.20.053 del 5 de octubre de 2.020, se ordenó acoger lo 
dispuesto por el Contralor General de Santiago de Cali, quien mediante Resoluciones                  
N°. 0100.24.02.20.457 del 14 de septiembre y N°. 0100.24.02.20.478 del 30 de 
septiembre de 2.020 reanudo los términos procesales en las actuaciones que se 
adelantaban en la Dirección Administrativa de Control Interno Disciplinario y la 
implementación del uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones a 
partir del 1 de octubre de 2.020. (Folio 169 expediente hibrido)  
 
Con oficio N°. 1000.08.02.21.053 del 16 de junio de 2.021, se pidió a la Dirección 
Administrativa y Financiera la relación de pagos hechos por las contratistas María 
Irene Reyes Garcés, Gloria Camayo Campo, Soraya Castaño García y Asli Alejandra 
Ortiz Betancourt al Sistema de Seguridad Social durante el primer semestre de 2020; 
así también, el nombre, identificación y cargo que desempeñaban los funcionarios 
encargados tanto de supervisar esos contratos como de validar el cumplimiento de 
requisitos para realizar los pagos. La citada Dirección dio respuesta mediante oficio     
N°. 0900.08.01.21.0808 del 25 de junio de 2.021 informando que la doctora Silvia 
María Rosero Mina, identificada con cédula de ciudadanía N°. 31.538.957, para ese 
entonces Subdirectora Administrativa, fue la funcionaria designada como supervisora. 
Se adjunto además un cuadro denominado “cuadro explicativo con la información 
solicitada”. (Folios 170, 171 y 190 a 193 expediente digital) 
 
El 3 de marzo de 2021 la funcionaria Carola María Niebles Cáceres, profesional 
universitaria de la CGSC,  a través de su correo electrónico 
cniebles@contraloriacali.gov.co, remitió a esta Dirección, un documento titulado 
“OFICIO INDAGACION PRELIMINAR 1000.20.09.20.003.pdf”, con el que se refirió a 
la indagación preliminar en los siguientes términos: 
 

 
 

mailto:cniebles@contraloriacali.gov.co
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En relación con los aportes a seguridad social, la funcionaria dijo: 
 

 

 
 
El 22 de junio de 2021 la funcionaria Carola Niebles Cáceres remitió nuevamente esa 
comunicación en los términos atrás expuestos; a pesar que ese pronunciamiento fue 
hecho por una persona ajena a la investigación y aun cuando no fue decretado como 
prueba, será tenido en cuenta al momento de adoptar la correspondiente decisión. La 
funcionaria adjuntó además unos documentos relacionados con los aportes 
realizados al Sistema de Seguridad Social Integral por parte de las señoras Asli 
Alejandra Ortiz Betancourt, Gloria Camayo Campo, María Irene Reyes Garcés y 
Soraya Castaño García. (Folios 174 a 186 expediente digital) 
 
Con la información obtenida en la Indagación Previa, se ordenó iniciar Investigación 
Disciplinaria mediante Auto N° 1000.20.09.21.042 del 6 de octubre de 2.021, 
vinculando a la funcionaria Silvia María Rosero Mina quien, para el momento de los 
hechos investigados, se desempeñaba como Subdirectora Administrativa de la 
entidad. Proferida esa decisión, mediante comunicación N°. 1000.20.09.21.109 del 06 
de octubre de 2.021 dirigida a la funcionaria a través del correo electrónico 
srosero@contraloriacali.gov.co, se le pidió suministrara su correo electrónico para 

mailto:srosero@contraloriacali.gov.co
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surtir con ella la notificación personal. (Folio 201 expediente digital) 
 
Mediante el correo electrónico quejas@procuraduria.gov.co se remitió oficio                      
N° 1000.20.09.21.111 del 08 de octubre de 2.021 a la Jefe de División Registro y 
Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación, informándole del 
inicio de la investigación disciplinaria, dando cumplimiento a lo ordenado en esa 
normativa. (Folios 204 y 205 expediente digital). 
 
Por correo electrónico atencionalciudadano@personeriacali.gov.co, esta Dirección 
remitió oficio N° 1000.20.09.21.112 del 08 de octubre de 2.021 a la Personería de 
Santiago de Cali, informándole el inicio de la investigación disciplinaria adelantada 
contra la funcionaria Silvia María Rosero Mina, para que definiera si ejercía el control 
preferente sobre la misma. (Folios 206 y 207 expediente digital). 
 
La Dirección Administrativa y Financiero de la CGSC con oficio                                                 
N°. 0900.08.01.21.1240 del 14 de octubre de 2021, dio respuesta al oficio                            
N°. 1000.20.09.21.110, remitiendo los documentos requeridos por esta Dirección, 
para verificar la vinculación de la investigada a la entidad, e informando las funciones 
que desempeñaba en el cargo de Subdirectora Administrativa, Código 068, Grado 02, 
la última dirección relacionada en su hoja de vida y sus correos electrónicos tanto 
personal como institucional srosero@contraloriacali.gov.co y smrmina@gmail.com. 
(Folios 208 a 225 expediente digital) 
 
Con Auto 1000.20.09.22.046 del 29 de marzo de 2.022 se acogió lo dispuesto por el 
señor Contralor, quien mediante Resolución N°. 0100.24.03.22.005 del 25 de marzo 
de 2022 ordenó separar las funciones de instrucción y juzgamiento en los procesos 
disciplinarios que se adelantan en esta Dirección. Esta decisión le fue comunicada a 
la funcionaria Silvia María Rosero a través de su correo institucional (Folio 228 a 232 
expediente digital) 
 
Por comunicación 1000.20.09.22.080 del 19 de abril de 2.022, remitida a través del 
correo electrónico srosero@contraloriacali.gov.co el 20 de abril de 2022, se le requirió 
nuevamente a la funcionaria Rosero Mina para que suministrara el medio para 
notificarle personalmente del Auto con el que se ordenó la investigación. (Folios 233 y 
234 expediente digital). 
 
El 21 de abril, la funcionaria Rosero Mina remitió correo electrónico cuyo asunto fue: 
“Adjunto a la presente envío respuesta al oficio No. 1000.20.09.22.080 del 19 de abril 
de 2.022” señalando: 
 

“Con ocasión a la solicitud realizada mediante el oficio de la referencia, en el 
cual se requiere la dirección electrónica de mi correo para efectos de surtir 
comunicaciones y notificación personal de las decisiones que se adopten en el 
proceso, de manera respetuosa me permito manifestar, que de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 121 de la Ley 1952 de 2019, la notificación del auto de 
apertura de investigación disciplinaria deberá realizarse de manera personal, lo 
cual implica que el despacho que adelanta el proceso, debe citar al investigado 
para que comparezca a dicha oficina dentro de los cinco (5) días siguientes, 
para ser notificado personalmente de la decisión. 
  
En tal sentido es de señalar que a la suscrita no se le ha realizado ninguna 
citación para comparecer al despacho para su notificación personal, sino que 
se le está exigiendo que aporte el correo electrónico para llevar a cabo la 
misma, cuando tal medio de notificación es facultativo, ya que sólo es posible 
si el investigado o el apoderado así lo desean y lo autorizan, y no porque la 

mailto:quejas@procuraduria.gov.co
mailto:atencionalciudadano@personeriacali.gov.co
mailto:srosero@contraloriacali.gov.co
mailto:smrmina@gmail.com
mailto:srosero@contraloriacali.gov.co
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autoridad disciplinaria lo requiera o exija. 
  
Conforme a lo anterior, solicito se me realice la notificación personal bajo el 
procedimiento señalado en la Ley (citación), en tanto que no deseo 
notificaciones por correo electrónico, ya que he presentado problemas con tal 
medio de comunicación. 
  
Para efectos de la citación solicito tener en cuenta el domicilio laboral, el cual 
está ubicado en la Avenida 5 A Norte #20-08 piso 7 (Dirección Técnica ante los 
Recursos Naturales y Aseo), en el barrio Versalles de la ciudad de Cali. 
  
Agradezco su comprensión y proceder conforme lo establecido en ley.”. 

 
(Folios 234 y 235 expediente digital) 
 
Dando cumplimiento a lo previsto en la Ley 1952 de 2019, modificada por la Ley 
2094, por Resolución N°.  0100.24.03.22.007 del 27 de abril de 2.022, el señor 
Contralor General de Santiago de Cali ordenó separar las funciones de Instrucción y 
Juzgamiento en los procesos disciplinarios adelantados en este ente de control, 
asignando la primera al Director Administrativo de Control Interno Disciplinario y la 
segunda al Subcontralor de la entidad. (Folio 237 a 239 expediente digital) 
 
Teniendo en cuenta el escrito presentado por la funcionaria, esta Dirección la dio por 
notificada por conducta concluyente mediante Auto Interlocutorio                                        
N°. 1000.20.09.22.096 del 16 de mayo de 2.022, toda vez que se cumplió con uno de 
los presupuestos establecidos en el Artículo 128 de la Ley 1952 de 2.019, modificada 
por la Ley 2094 de 2.021. El mencionado Auto junto con el que se ordenó la 
Investigación Disciplinaria, le fue enviado a la funcionaria a través de su correo 
electrónico institucional srosero@contraloriacali.gov.co. (Folio 241 a 245 expediente 
digital) 
 
El 25 de mayo de 2022, la funcionaria se dirigió nuevamente a esta Dirección a través 
de su correo electrónico1, controvirtiendo el contenido del Auto                                 
N°. 1000.20.09.22.096, postura que será abordada más adelante. (Folios 248 a 252 
expediente digital) 
 
Por correo electrónico del 14 de febrero de 2.023, la señora Silvia Rosero solicitó se 
le escuchara en versión libre, diligencia programada para el día 1 de junio de 2.023, 
siendo reprogramada para el día 1 de agosto de 2023. A través de su correo 
electrónico srosero@contraloriacali.gov.co, la funcionaria se excusó de asistir a la 
diligencia citada en los siguientes términos: 
 

“…Teniendo en cuenta que el día de hoy me fue imposible modificar o 
posponer la fecha de la mesa de trabajo programada para el día 01 de agosto 
de 2023, en virtud de la Actuación Especial de Fiscalización que vengo 
ejecutando, preciso manifestar de manera respetuosa el impedimento que 
existe para poder atender la citación hecha por su despacho parala recepción 
de la versión libre - Expediente 1000.20.09.20.003. En tal sentido, haré uso de 
mi derecho a presentar versión libre por escrito la cual radicaré la próxima 
semana.” … 

 
(Folios 257, 259, 261 y 262 expediente digital) 
 

                                                      
1 47 Rta oficio 1000.20.09.22.080 (Folio 236 Expediente Digital) 

mailto:srosero@contraloriacali.gov.co
mailto:srosero@contraloriacali.gov.co
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Al día en que se profiere esta decisión, la funcionaria no ha hecho uso del derecho a 
ser escuchada en versión libre, de acuerdo a lo establecido en el numeral 3° del 
Artículo 112 del Código General Disciplinario.  
 

3.1. PRUEBAS ALLEGADAS AL PROCESO 
 
En desarrollo de la investigación disciplinaria, se allegaron los siguientes 
documentos, considerados como medios de prueba suficientes para adoptar esta 
decisión: 
 
3.1.1. Copia del contrato de prestación de servicios N°. 0900.07.01.20.004 suscrito 

con la señora María Irene Reyes Garcés. (Folios 22 a 23 y 65 a 70 
expediente digital) 

 
3.1.2. Copia del contrato de prestación de servicios N°. 0900.07.01.20.005 suscrito 

con la señora Gloria Camayo Campo. (Folios 24 a 29 y 59 a 64 expediente 
digital) 

 
3.1.3. Copia del contrato de prestación de servicios N°. 0900.07.01.20.006 suscrito 

con la señora Soraya Castaño García. (Folios 30 a 35 y 71 a 76 expediente 
digital) 

 
3.1.4. Copia del contrato de prestación de servicios N°. 0900.07.01.20.007 suscrito 

con la señora Asli Alejandra Ortiz Betancourt. (Folios 36 a 41 y 53 a 58 
expediente digital) 

 
3.1.5. Copia certificación de afiliación de la señora Asli Alejandra Ortiz Betancourt a 

la NUEVA EPS a partir del 18 de marzo de 2.019. La certificación fue 
expedida el 29 de enero de 2.020. (Folios 42 y 78 expediente digital) 

 
3.1.6. Copia certificación de afiliación de la señora Gloria Camayo Campo a la EPS 

SURA a partir del 1 de febrero de 2.013. La certificación fue expedida el 31 de 
enero de 2.020. (Folios 43 y 79 expediente digital) 

 
3.1.7. Copia certificación de afiliación de la señora María Irene Reyes Garcés a la 

EPS SaludTotal a partir del 17 de enero de 2.012. La certificación fue 
expedida el 14 de mayo de 2.020. (Folios 44 y 80 expediente digital) 

 
3.1.8. Copia certificación de afiliación de la señora Soraya Castaño García a la EPS 

SURA a partir del 1 de diciembre de 2.018. La certificación fue expedida el 31 
de enero de 2.020. (Folios 45 y 77 expediente digital) 

 
3.1.9. Copia pago seguridad social de la señora Soraya Castaño García, 

correspondiente a los meses de febrero y marzo, cancelados el 15 de abril y 
el 16 de abril de 2.020, respectivamente. (Folios 46 y 82 expediente digital) 
 

3.1.10. Copia pago seguridad social de la señora Asli Alejandra Ortiz Betancourt, 
correspondiente a los meses de febrero y marzo, cancelados el 20 de marzo 
y el 13 de mayo de 2.020, respectivamente. (Folios 47, 50 y 83 expediente 
digital) 
 

3.1.11. Copia pago seguridad social de la señora Gloria Camayo Campo, 
correspondiente a los meses de febrero y marzo, cancelados el 20 de marzo 
y el 13 de mayo de 2.020, respectivamente. (Folios 48, 51 y 84 expediente 
digital) 
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3.1.12. Copia pago seguridad social de la señora María Irene Reyes Garcés, 

correspondiente a los meses de febrero y marzo, cancelados el 20 de marzo 
y el 13 de mayo de 2.020, respectivamente. (Folios 49, 52 y 85 expediente 
digital) 
 

3.1.13. Copia “Manual de Políticas Contables” de la CGSC. (Folios 86 a 168 
expediente digital) 

 
3.1.14. Oficio N°. 0900.08.01.21.0808 del 25 de junio de 2.021 con el que la doctora 

Libia Fernanda Pasmín Pineda, entonces Directora Administrativa y 
Financiera (encargada), informó que la supervisora de los contratos 
relacionados con los hechos investigados, correspondía a la funcionaria Silvia 
María Rosero Mina, identificada con cédula de ciudadanía N°. 31.538.957, en 
calidad de Subdirectora Administrativa.  

 
Con la comunicación, la doctora Pasmín Pineda adjunto los siguientes 
cuadros: 
 

 
 

(Folios 190 a 193 expediente digital) 
 

3.1.15. Copia de la Resolución N°. 0100.24.02.20.132 del 26 de febrero de 2.020 con 
la que la funcionaria Silvia Rosero fue nombrada como Subdirectora, Código 
068, Grado 02, y Acta de posesión N°. 20-033 de la misma fecha. El salario 
devengado por la funcionaria a partir del 26 de febrero de 2.020 hasta el 31 
de diciembre del mismo año, fue de $7.096.154.  
 

3.1.16. Copia del Acta de Posesión N°. 20-057 del 10 de julio de 2.020, con la que la 
funcionaria asumió el cargo de Auditora Fiscal de Contraloría, Código 036, 
Grado 02, fecha hasta la que estuvo vinculada como Subdirectora 
Administrativa. 

 
3.1.17. Relación de funciones desempeñadas por la señora Silvia Rosero en el cargo 

de Subdirectora Administrativa, según comunicación N°. 0900.08.01.21.1240 
del 14 de octubre de 2.021 y correos electrónicos de la funcionaria 
srosero@contraloriacali.gov.co y smrmina@gmail.com. (Folios 209 a 225 
expediente digital) 

 

3.1.18. Documentos contenidos en el archivo denominado: Carpeta: 1 Antecedentes 
Administrativos/Subcarpeta: Informes de supervisión (expediente digital). 

 
4. CONSIDERACIONES DE LA DIRECCIÓN 

                                               
Procede esta Dirección a evaluar las pruebas allegadas a la actuación, con el fin de 
establecer si existe mérito para formular cargos, o de lo contrario, ordenar el archivo 
de la investigación. 

mailto:srosero@contraloriacali.gov.co
mailto:smrmina@gmail.com
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Primeramente, en relación con los hechos que se investigan, se dirá que la 
disposición aplicable frente a la presunta conducta censurable se encontraba prevista 
en el numeral 1° del Artículo 34 de la Ley 734 de 2.002, por ser esa la norma vigente 
en ese momento. 
 
Frente al procedimiento, el Artículo 265 de la Ley 1952 de 2.019, modificado por el 
Artículo 73 de la Ley 2094 de 2.021, fijó la entrada en vigencia del Código General 
Disciplinario a partir del 29 de marzo de 2.022, entonces será esta la normativa 
aplicable para decidir en este asunto. 
 
Así las cosas, esta Dirección enfocará su decisión en los hechos y pruebas recogidas 
en el expediente, con el propósito de determinar si los mismos constituyen una 
transgresión al deber previsto en el numeral 1° del Artículo 34 de la Ley 734 de 
2.002, norma que como se dijo, era la aplicable al momento de la ocurrencia de los 
hechos investigados. 
 
En relación con la funcionaria Silvia María Rosero Mina, pudo concluirse que para la 
época en que se conocieron los hechos se encontraba nombrada como Subdirectora 
Administrativa, Código 068, Grado 02, cargo del que tomó posesión mediante Acta 
N°. 20-033. Igualmente, pudo verificarse que fue designada como supervisora de los 
contratos de prestación de servicios suscritos con las señoras Asli Alejandra Ortiz 
Betancourt, Gloria Camayo Campo, María Irene Reyes Garcés y Soraya Castaño 
García. (Folios 20, 26, 32 y 38 expediente digital) 
 
Esta Dirección primeramente hará referencia a los escritos presentados por la 
funcionaria Silvia Rosero los días 21 de abril y 25 de mayo de 2022; el primero, con el 
que cuestionó la solicitud que se le hiciera para que informara el correo electrónico 
por el que se notificaría de la investigación disciplinaria ordenada mediante Auto                                         
N°. 1000.20.09.21.042 del 6 de octubre de 2.021, y el segundo, con el que cuestionó 
la decisión de tenérsele notificada por conducta concluyente.  
 
Para ese fin, debe decirse que las normas aplicables al acto procesal de notificación 
personal que con tanta vehemencia cuestionó la aludida funcionaria, correspondían 
para este caso y para ese momento de la investigación, a las previstas tanto en el 
Artículo 122 de la Ley 1952 de 2.019, como en el Artículo 4° del Decreto Legislativo 
491 de 2.020 que disponía: “…Hasta tanto permanezca vigente la Emergencia 
Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, la notificación o 
comunicación de los actos administrativos se hará por medios electrónicos…”. 
Seguidamente, esa norma precisaba: “…Para el efecto en todo trámite, proceso o 
procedimiento que se inicie será obligatorio indicar la dirección electrónica para 
recibir notificaciones, y con la sola radicación se entenderá que se ha dado la 
autorización”2 (negrilla para resaltar).  
 
En sus escritos, la funcionaria Rosero Mina hizo manifestaciones subjetivas, 
infundadas e irrespetuosas, desatendiendo el principio de “Buena Fe” previsto en el 
Artículo 83 de la Constitución Política de Colombia, desarrollado entre otros en el 
numeral 2° del Artículo 6° de la Ley 1437 de 2011, pues al pretender notificarse 
según ella lo consideraba y no como lo mandaba la normativa aplicable a su caso 
concreto, realizó conductas reprochables de las que se desconocen las razones de 
su actuar o la finalidad que perseguía. Por lo anterior y dado que con esos escritos la 
funcionaria no aportó elementos que contribuyeran a esclarecer los hechos que se 

                                                      
2 Norma vigente hasta el día 30 de junio de 2.022, fecha para la que el Gobierno Nacional anunció el fin de la 
emergencia sanitaria en el País. 
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investigaban o a definir si ella se encontraba o no incursa en una conducta 
disciplinable, no serán tenidos en cuenta al momento de adoptar la correspondiente 
decisión. 
 
Ahora bien, en cuanto a los presupuestos para configurar la responsabilidad 
disciplinaria, se tiene que son: (i) Legalidad, (ii) Ilicitud sustancial y (iii) Culpabilidad; 
es decir, los servidores públicos serán sancionados disciplinariamente por 
comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su 
ejecución, si la conducta afectó sustancialmente el deber funcional sin justificación 
alguna y si fue realizada con culpabilidad. 
 
Teniendo en cuenta que el suceso ocurrió en vigencia de la derogada Ley 734 de 
2.002, a continuación, se exhibe un cuatro comparativo entre la ley derogada y la ley 
vigente para dilucidar si se configuran los presupuestos de la responsabilidad: 
 

Ley 734 de 2002 
– Derogada – 

Ley 1952 de 2.019 
– Vigente – 

Artículo 23. La falta disciplinaria. Constituye 
falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la 
acción e imposición de la sanción 
correspondiente, la incursion en cualquiera de 
las conductas o comportamientos previstos en 
este código que conlleve incumplimiento de 
deberes, extralimitacion en el ejercicio de 
derechos y funciones, prohibiciones y 
violacion del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto 
de intereses, sin estar amparado por 
cualquiera de las causales de exclusión de 
responsabilidad contempladas en el artículo 
28 del presente ordenamiento. 

Artículo 26. La Falta Disciplinaria. Constituye 
falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a la 
imposición de la sanción disciplinaria 
correspondiente la incursión en cualquiera de 
las conductas previstas en este código que 
conlleven incumplimiento de deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses, sin estar 
amparado por cualquiera de las causales de 
exclusión de responsabilidad contempladas en 
esta ley. 

Artículo 34: Son deberes de todo servidor 
público: 
 
1.    Cumplir y hacer que se cumplan los 
deberes contenidos en la Constitución, los 
tratados de Derecho Internacional 
Humanitario, los demás ratificados por el 
Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y 
municipales, los estatutos de la entidad, los 
reglamentos y los manuales de funciones, las 
decisiones judiciales y disciplinarias, las 
convenciones colectivas, los contratos de 
trabajo y las órdenes superiores emitidas por 
funcionario competente. 

Artículo 38. Son deberes de todo servidor 
público: 
 
1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes 
contenidos en la Constitución, los tratados de 
derechos humanos y derecho internacional 
humanitario, los demás ratificados por el 
Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y 
municipales, los estatutos, de la entidad, los 
reglamentos y los manuales de funciones, las 
decisiones judiciales y disciplinarias, las 
convenciones colectivas, los contratos de 
trabajo y las órdenes superiores emitidas por 
funcionario competente. 

 
Seguidamente se abordarán los presupuestos individualmente: 
 
1. Principio de legalidad: 
 
El Consejo de Estado, mediante Sentencia del 5 de marzo de 2019, radicado                  
N°. 11001-03-06-000-2018-00217-00(2403), Consejero Ponente, Dr. Germán Alberto 
Bula Escobar explicó: 
 

“El principio de legalidad de las faltas y de las sanciones “alude a que una 
norma con fuerza material de ley establezca la descripción de las 
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conductas sancionables, así como las clases y cuantías de las sanciones a 
ser impuestas.” En consecuencia, la Constitución exige la 
predeterminación legal de las infracciones administrativas, así como las 
correspondientes sanciones. Este principio se desarrolla en una doble 
dimensión: i) reserva de ley, y ii) tipicidad.” 
 

El Artículo 4° del Código General Disciplinario en cuanto a la Legalidad describe: 
“…Los destinatarios de este código solo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley 
vigente al momento de su realización. La preexistencia también se predica de las 
normas complementarias…”. 

 
Respecto a los contratos de prestación de servicios, el Artículo 41 de la Ley 80 de 
1.993, modificado por el Artículo 23 de la Ley 1150 de 2.007, dispuso: “… El 
proponente y el contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de 
aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los 
propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda…”; 
el Parágrafo 1° de la citada norma ordenó: “El requisito establecido en la parte 
final del inciso segundo de este artículo, deberá acreditarse para la realización 
de cada pago derivado del contrato estatal. El servidor público que sin justa 
causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el presente artículo, 
incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al 
régimen disciplinario vigente”. (Negrillas para resaltar) 
 
Así también, el Artículo 2.2.1.1.1.7.3 del Decreto 780 de 2.016 “Único Reglamentario 
del Sector Salud y Protección Social”, en relación con el pago de las cotizaciones al 
Sistema de Seguridad Social Integral por parte de los trabajadores independientes 
(contratistas), señala que estos deben hacerse mes vencido y por periodos 
mensuales, a través de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes (PILA) y según 
los ingresos percibidos en el periodo de cotización, esto es, el mes anterior. 
 

El Gobierno Nacional mediante el Decreto 1990 de 2016, sustituyó el Artículo 3.2.2.1. 
del Decreto 780 de 2016, fijando los plazos y condiciones para hacer la 
autoliquidación y pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral, 
teniendo como base los dos últimos dígitos del NIT o documento de identificación del 
aportante, que para este caso serían así:  
 

Nombre contratista Número de cédula 
Plazo autoliquidación y pago de 

los aportes al SSSI 

María Irene Reyes Garcés 66.849.813 3er día hábil 

Gloria Camayo Campo 66.856.513 3er día hábil 

Soraya Castaño García 66.830.420 4° día hábil 

Asli Alejandra Ortiz Betancourt 1.143.992.327 5° día hábil 

 
La información suministrada por la doctora María Fernanda Ayala Zapata, entonces 
contralora, hace referencia a la obligación que tenían las contratistas de hacer sus 
aportes al Sistema de Seguridad Social Integral respecto a los meses de marzo y 
abril de 2.020; sin embargo, ha de tenerse en cuenta lo dispuesto en los artículos 13 
y 154 de la Ley 1952 de 2.019, el primero, que ordena que “Las autoridades 
disciplinarias tienen la obligación de investigar con igual rigor los hechos y 
circunstancias que demuestren la existencia de falta disciplinaria y la responsabilidad 
del investigado y los que tiendan a demostrar su inexistencia o lo eximan de 

                                                      
3 Artículo modificado por el Decreto 1273 de 2018. 
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responsabilidad” y el segundo, que impone el deber de apreciar conjuntamente las 
pruebas. 
 
En cuanto a los periodos de ejecución de los contratos de prestación de servicios 
asistenciales suscritos con las señoras María Irene Reyes Garcés, Contrato                    
N°. 0900.07.01.20.004, Gloria Camayo Campo, Contrato N°. 0900.07.01.20.005, 
Soraya Castaño García, Contrato N°. 0900.07.01.20.006 y Asli Alejandra Ortiz 
Betancourt, Contrato N°. 0900.07.01.20.007, se tiene que estos se suscribieron para 
ejecutarse en un término de seis (6) meses. 
 
De las pruebas allegadas al proceso4, se tiene la relación de pagos al SSSI 
realizados por cada una de las contratistas durante los meses de ejecución de sus 
respectivos contratos así: 
 

Contrato Nombre contratista 
Formato de obligación 

presupuestal 
Periodo 

facturado 
Fecha de pago SS Periodo cotizado SS 

0900.07.01.20.004 María Irene Reyes Garcés 

#2020201242 
3 de abril de 2020 

3 de marzo a 2 
de abril de 

2020 
20 de marzo de 2020 Febrero de 2020 

#2020201691 
14 de mayo de 2020 

3 de abril a 2 
de mayo de 

2020 
1 mayo de 2020 Abril de 2020 

#2020202110 
10 de junio de 2020 

4 de mayo a 3 
de junio de 

2020 
8 junio de 2020 Mayo de 2020 

#2020202557 
8 de julio de 2020 

4 de junio a 3 
de julio de 

2020 
6 de julio de 2020 Junio de 2020 

#2020203159 
5 de agosto de 2020 

3 de julio a 3 
de agosto de 

2020 
23 de julio de 2020 Julio de 2020 

0900.07.01.20.005 Gloria Camayo Campo 

#2020201241 
3 de abril de 2020 

3 de marzo a 2 
de abril de 

2020 
20 de marzo de 2020 Febrero de 2020 

#2020201684 
13 de mayo de 2020 

3 de abril a 2 
de mayo de 

2020 
13 de mayo de 2020 Abril de 2020 

#2020202106 
10 de junio de 2020 

3 mayo a 3 de 
junio de 2020 

9 de junio de 2020 Mayo de 2020 

#2020202928 
15 de julio de 2020 

3 junio a 2 de 
julio de 2020 

14 de julio de 2020 Junio de 2020 

#2020203158 
5 de agosto de 2020 

3 de julio a 3 
de agosto de 

2020 
3 de agosto de 2020 Julio de 2020 

0900.07.01.20.006 Soraya Castaño García 

#2020201243 
3 de abril de 2020 

3 de marzo a 2 
de abril 

15 de abril de 2020 Febrero de 2020 

#2020201673 
6 de mayo de 2020 

3 de abril a 2 
de mayo de 

2020 
30 de abril de 2020 Abril de 2020 

#2020202113 
10 de junio de 2020 

3 de mayo a 2 
de junio de 

2020 
15 de junio de 2020 Mayo de 2020 

                                                      
4 Documentos contenidos en el archivo denominado: “Carpeta: 1 Antecedentes Administrativos/Subcarpeta: 
Informes de supervisión” (expediente digital). 
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Contrato Nombre contratista 
Formato de obligación 

presupuestal 
Periodo 

facturado 
Fecha de pago SS Periodo cotizado SS 

#2020202549 
8 de julio de 2020 

3 de junio a 2 
de julio de 

2020 
12 de junio de 2020 Junio de 2020 

#2020203155 
5 de agosto de 2020 

3 de julio a 3 
de agosto de 

2020 
17 de julio de 2020 Julio de 2020 

0900.07.01.20.007 
Asli Alejandra Ortiz 

Betancourt 

#2020201247 
6 de abril de 2020 

4 marzo a 3 de 
abril de 2020 

20 de marzo de 2020 Febrero de 2020 

#2020201688 
13 de mayo de 2020 

4 de abril a 3 
de mayo de 

2020 
13 de mayo de 2020 Abril de 2020 

#2020202111 
10 de junio de 2020 

4 de mayo a 3 
de junio de 

2020 
8 de junio de 2020 Mayo de 2020 

#2020202556 
8 de julio de 2020 

4 de junio a 3 
de julio de 

2020 
8 de julio de 2020 Junio de 2020 

#2020203156 
5 de agosto de 2020 

4 de julio a 4 
de agosto de 

2020 
3 de agosto de 2020 Julio de 2020 

 
Visto el cuadro anterior, en contraste con la norma que fijó los plazos y condiciones 
para realizar la autoliquidación y pago de los aportes al SSSI, pudo establecerse que 
los únicos periodos cumplidos por parte de 3 de las mencionadas contratistas fueron: 
 

Contrato Nombre contratista 
Formato de obligación 

presupuestal 
Periodo 

facturado 
Fecha de pago SS Periodo cotizado SS 

0900.07.01.20.004 María Irene Reyes Garcés 

#2020201691 3 de abril a 2 
de mayo de 

2020 
1 mayo de 2020 Abril de 2020 

14 de mayo de 2020 

0900.07.01.20.005 Gloria Camayo Campo 

#2020203158 3 de julio a 3 
de agosto de 

2020 
3 de agosto de 2020 Julio de 2020 

5 de agosto de 2020 

0900.07.01.20.007 
Asli Alejandra Ortiz 

Betancourt 

#2020203156 4 de julio a 4 
de agosto de 

2020 
3 de agosto de 2020 Julio de 2020 

5 de agosto de 2020 

 
Aun cuando la funcionaria Carola María Niebles Cáceres, profesional universitaria de 
la CGSC no es parte en la investigación ni ha suministrado la información por ella 
allegada en cumplimiento de una prueba decretada, se tendrán en cuenta sus 
escritos, pues llegaron al proceso en la etapa de investigación y podrían aportar 
elementos que permitan aclarar los hechos investigados, siendo deber de esta 
instancia dar cumplimiento a lo previsto en el Artículos 13 de la Ley 1952 de 2.019 ya 
citado. 
 
En su escrito, la funcionaria Niebles Cáceres señaló: 
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VALOR DEL CONTRATO                                           $10.200.000  

PERIODO 3-02-2020 A 3-08-2020 

DURACION 6 MESES 

IBC CONTRATO (40%)                                             $4.080.000  

IBC CONTRATO                                              $5.266.800  

IBC MENSUAL                                                $877.800  

Observación: como el IBC es inferior al salario mínimo la cotización se realiza sobre este, es decir, el 
IBC, fue de $5.266.800, superior en $1.186.800 

 
En tal sentido, vistos los documentos allegados al proceso por la mencionada 
funcionaria Niebles Cáceres, encuentra esta Dirección elementos que permiten 
dilucidar los hechos investigados, pudiéndose observar que las contratistas María 
Irene Reyes Garcés, Gloria Camayo Campo, Soraya Castaño García y Asli Alejandra 
Ortiz Betancourt hicieron sus aportes al Sistema de Seguridad Social Integral durante 
los meses de febrero a agosto de 2020, periodo de duración de sus respectivos 
contratos de prestación de servicios suscritos con este ente de control. Tal 
información se pudo verificar en el registro de la Administradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES -. (Folios 176, 179, 183 y 
185 expediente digital) 
  
Frente a las obligaciones de la funcionaria Silvia María Rosero Mina en su condición 
de supervisora de esos contratos de prestación de servicios, debe decirse que 
incumplió con su deber de verificar el oportuno aporte al Sistema de Seguridad Social 
Integral por parte de las señoras Reyes Garcés, Camayo Campo, Castaño García y 
Ortiz Betancourt durante los meses de febrero a agosto de 2020, salvo las tres 
excepciones planteadas en cuadro anterior. Esto, según lo previsto en el Artículo 41 
de la Ley 80 de 1.993, modificado por el Artículo 23 de la Ley 1150 de 2.007, el 
Artículo 2.2.1.1.1.7. y 3.2.2.1. (modificado por el Decreto 1990 de 2016) del Decreto 
780 de 2016 y el Artículo 83 de la Ley 1474 de 2011, este último en relación con las 
obligaciones que asumió la funcionaria en cumplimiento de su rol de supervisión de 
esos contratos.  

 
Lo anterior constituye una violación a lo previsto en el numeral 1° del Artículo 34 de la 
Ley 734 de 2002, que como se dijo, era la norma aplicable para el momento en que 
ocurrió tal omisión. 
 
2. Ilicitud sustancial. 
 
El Consejo de Estado, en Sentencia del 31 de enero de 2018, radicado N° 11001-03-
25-000-2012-00679-00, Consejero Ponente, Dr. César Palomino Cortés explicó: 
 

“... Como se observa, el concepto de ilicitud sustancial de la falta 
disciplinaria concuerda con el criterio de afectación del deber funcional, 
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antes explicado. Esto quiere decir que, desde la perspectiva constitucional, 
solamente podrán ser clasificadas como faltas disciplinarias aquellas 
conductas u omisiones que interfieran en el adecuado ejercicio de la 
función asignada por el ordenamiento jurídico al servidor público 
respectivo.” 

 
A diferencia de lo que ocurre con el presupuesto de legalidad, cuyo análisis es 
objetivo, el simple incumplimiento por parte de las contratistas María Irene Reyes 
Garcés, Gloria Camayo Campo, Soraya Castaño García y Asli Alejandra Ortiz 
Betancourt en el pago oportuno de aportes al Sistema de Seguridad Social Integral 
según las fechas establecidas en la normativa vigente, no configura por sí mismo el 
presupuesto de “ilicitud sustancial” porque al incumplimiento, si lo hubiera, debe 
sumársele además que este ha interferido en el ejercicio adecuado de la función o 
que ha puesto en riesgo a la entidad o se ha incumplido en forma grave un mandato 
legal, situaciones que para este asunto en particular debe decirse que no ocurrió, 
pues no reposa en el expediente prueba alguna que demuestre que a las 
mencionadas contratistas se les haya suspendido los servicio amparados por ese 
sistema, presupuesto que como se ha mencionado, no se da en esta oportunidad 
como tampoco existe prueba que demuestre una afectación sustancial a la función 
pública. 
  
Al no configurarse el presupuesto de “ilicitud sustancial”, se considera inoportuno 
continuar con el análisis de los presupuestos de la responsabilidad disciplinaria, 
siendo procedente ordenar el archivo definitivo de la presente actuación, de 
conformidad con lo dispuesto en el Artículo 213 de la Ley 1.952 de 2.019, modificado 
por el Artículo 36 de la Ley 2.094 de 2.021, en concordancia con el Artículo 90 
ibídem, toda vez que no se encontró a la Silvia María Rosero Mina, en su condición 
de Subdirectora Administrativa de este ente de control, responsable 
disciplinariamente por no causarse una afectación sustancial a la función pública. 
 
Con base en lo anterior, el Director Administrativo de Control Interno Disciplinario,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Ordenar el ARCHIVO de la Investigación Disciplinaria adelantada contra 
la funcionaria de la Contraloría General de Santiago de Cali, Silvia María Rosero 
Mina, identificada con cédula de ciudadanía N°. 31.538.957, en su condición de 
Subdirectora Administrativa, Código 068, Grado 02, cargo que desempeñaba al 
momento de iniciar la presente actuación disciplinaria, de conformidad con las 
consideraciones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
 
SEGUNDO: Notificar personalmente el contenido de la presente decisión a la 
investigada. 
 
TERCERO: Informar lo aquí dispuesto a la División de Registro y Control de la 
Procuraduría General de la Nación y a la Personería de Santiago de Cali para lo de 
su competencia. 
 
CUARTO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno por cuanto el 
trámite se originó en informe de servidor público en ejercicio de sus funciones.  
 
QUINTO: En firme esta decisión, háganse las anotaciones pertinentes y archívese el 
expediente.  
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NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
Dado en Santiago de Cali, a los veinte días (20) días del mes de marzo de dos mil 
veinticuatro (2.024).  
 
 
 

WILMER GUERRERO PENAGOS 
Director Administrativo de Control Interno Disciplinario 

 
 

  Nombre Cargo Firma 

Proyectó Wilmer Guerrero Penagos 
Director 
Administrativo 

  

Revisó Wilmer Guerrero Penagos 
Director 
Administrativo 

 

Aprobó Wilmer Guerrero Penagos 
Director 
Administrativo 

 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas 
y disposiciones legales vigentes y por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para firma. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


